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PROPUESTA DE NOTA CONCEPTUAL
I. INTRODUCCIÓN

En la primera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas celebrada en la Ciudad de México, México, entre el 7 y 8 de octubre de 2008, quedaron definidos los cinco pilares rectores de dicho mecanismo multilateral de diálogo, intercambio, coordinación y cooperación:

· Gestión de la Seguridad Pública

· Prevención de la Delincuencia, la Violencia y la Inseguridad

· Gestión de la Policía

· Participación Ciudadana y Comunitaria

· Cooperación Internacional  

La Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública (MISPA) se llevó a cabo en Santo Domingo, República Dominicana entre el 4 y 5 de noviembre de 2009. De la Reunión emanó el Consenso de Santo Domingo. Por medio de dicho documento, se institucionalizó el proceso MISPA con una Reunión de Ministros cada 2 años (años impares) y una reunión de expertos preparatoria con antelación a las reuniones ministeriales, que debe organizarse en el marco de la Comisión de Seguridad Hemisférica del Consejo Permanente de la OEA.
 

La Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas organizada por el Gobierno de Trinidad y Tobago en Puerto España, entre el 17 y 18 de noviembre de 2011, se enfocó en el pilar de Gestión de la Policía.
 La Cuarta, celebrada en Medellín, Colombia entre el 21 y 22 de noviembre de 2013 se enfocó en el pilar sobre Cooperación Internacional.
 

Por su parte, la Quinta Reunión MISPA, celebrada en Lima, Perú entre el 19 y 20 de noviembre de 2015,  se enfocó en el tema de Prevención de la Delincuencia, la Violencia y la Inseguridad, haciendo especial hincapié en la necesidad de contar con estadísticas e indicadores que fueran válidos, confiables, oportunos y comparables.   

Para la Sexta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública a celebrarse en San Pedro Sula, Honduras, el 10 y 11 octubre de 2017, el Gobierno hondureño ha elegido enfocarse en el pilar sobre Gestión de la Seguridad Pública.

Además de esta Introducción, la presente Nota Conceptual contiene tres secciones adicionales: Justificación, Marco Conceptual y Marco Temático. En la sección de Justificación, el Gobierno de Honduras provee argumentos desde dos lentes: uno negativo y otro positivo, por los cuales resulta primordial concentrarse en el tema de la gestión de la seguridad pública. Seguidamente, en la sección de Marco Conceptual, se presentan tres grupos diferentes de elementos que intentan definir y caracterizar la gestión de la seguridad pública. Finalmente, en la sección de Marco Temático, de manera preliminar, se presentan algunos ejes de contenido en torno a los cuales podría girar la Sexta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública. 

II. JUSTIFICACIÓN

Esta sección apunta a responder a la siguiente pregunta: ¿por qué el Gobierno hondureño considera importante que los Estados y gobiernos democráticos de la región focalicen su atención en la gestión de la seguridad pública? Las respuestas a esta pregunta pueden formularse desde una perspectiva negativa y otra positiva. 

Por el lado negativo

Una de las principales funciones de un Estado democrático es proteger la integridad física de sus ciudadanos por medio del monopolio legítimo del uso de la fuerza. Las elevadas cifras delictivas, incluyendo las tasas de homicidio intencional que presentan algunos países, podrían dar cuenta de una pérdida de capacidad por parte de los Estados de cumplir con dicha función intrínseca a su razón de ser. La falta de respuesta o las respuestas desacertadas por parte del Estado, y la continuidad, e inclusive exacerbación, de diferentes tipos de violencia, generan una sensación de creciente inseguridad que, a su vez, tienen un impacto negativo sobre los hábitos y la calidad de vida de los ciudadanos. Asimismo, constituyen un obstáculo insoslayable para reducir la pobreza y la pobreza extrema, y un impedimento crítico para el desarrollo social y económico de los países de la región. 

A pesar de las debilidades que presentan los Estados para dar respuesta a los patrones de violencia y delincuencia que azotan a las sociedades, hay una creciente demanda por parte de los ciudadanos para que sea el propio Estado el que provea algún tipo de solución. El reclamo ciudadano dirigido hacia el Estado tal vez encuentra explicación en el contrato social sobre el cual se configura la relación gobernante-gobernados. También es posible conjeturar que el “retorno” del Estado como punto de referencia para solucionar problemas públicos, se enmarca dentro de la reciente ola de revalorización y revitalización del Estado luego de comprobadas algunas limitaciones y externalidades negativas provocadas por el Consenso de Washington. Sin embargo, la canalización de las demandas ciudadanas por mayor seguridad hacia el Estado ha generado una brecha entre las expectativas de los ciudadanos y la capacidad real de los Estados de satisfacer dichas expectativas. 

Por otro lado, frente a los crecientes reclamos e insatisfacción por parte de la ciudadanía, los Estados se ven presionados a responder de alguna manera. En algunos casos, esas respuestas han sido limitadas, reactivas y de corto plazo, sujetas a los tiempos presupuestarios y político-electorales, respondiendo de manera improvisada y sin resultados sostenibles en el tiempo. Más aún, se han dado respuestas abusivas, generando externalidades negativas particularmente en materia de derechos humanos. En esta línea de argumentación, el Estado se convierte en un factor de riesgo que potencia aún más la incidencia de la violencia y el delito. El Estado se transforma en parte del problema y no de la solución.      

Consecuentemente, la brecha entre expectativas ciudadanas y capacidad de respuesta de los Estados en materia de delincuencia, violencia e inseguridad, acompañada por ineficiencia en la gestión y prácticas corruptas y abusivas
, tienen un alto potencial de incidir en la erosión de la credibilidad y la pérdida de legitimidad por parte de los ciudadanos en los gobiernos democráticos y, más aún, en la democracia como régimen político.

Por el lado positivo

La focalización en la gestión de la seguridad pública se relaciona con generar las capacidades necesarias para que los Estados puedan enfrentar de manera más eficaz, eficiente y efectiva las múltiples y complejas amenazas (tradicionales y emergentes) a la seguridad pública, incluyendo el crimen organizado (nacional y transnacional). Invertir tiempo, recursos humanos y financieros en mejorar la gestión de la seguridad pública pasa también por modernizar un área de gestión del Estado que, comparativamente con otras áreas de la gestión pública, ha quedado relegada. Es necesario que el Estado también cuente con las herramientas, los procesos y los mecanismos de gestión necesarios para poder cumplir con los varios compromisos asumidos a nivel nacional, hemisférico e internacional. 

En la región, el abordaje de la violencia y el delito ha estado caracterizado por el predominio del paradigma punitivo, es decir, por el control y persecución penal. En la práctica ello significó, entre otros efectos, darles prioridad y preponderancia a las fuerzas policiales.  Sin embargo, la reducción sostenida de la delincuencia, la violencia y la inseguridad pasa por diseñar e implementar una respuesta integral, que abarque al menos cinco dimensiones: la prevención, el control y la persecución penal, la reinserción social y rehabilitación de los infractores, la protección/asistencia a víctimas y testigos, y la reparación. 

El surgimiento de un paradigma integral para el abordaje eficaz, eficiente y efectivo de la violencia y el delito impone la necesidad de pensar la seguridad pública desde una perspectiva sistémica, compuesta por varios sub-sistemas conectados entre sí, cuyas acciones y decisiones tienen impacto sobre los unos y los otros. El concepto de gestión de la seguridad pública se adapta adecuadamente a la necesidad de articular y coordinar entre estos diferentes sub-sistemas. 

El paradigma integral, a diferencia del paradigma punitivo, también implica que las fuerzas policiales dejan de ser el actor central. En el “nuevo” paradigma confluyen y coexisten una serie de actores, no solo gubernamentales sino también no-gubernamentales. La responsabilidad por la seguridad pública ya no recae únicamente sobre las fuerzas policiales, sino que la ampliación del menú de actores permite referirse a una situación de corresponsabilidad, es decir, en donde la responsabilidad por la seguridad pública es compartida entre varios actores.
 La interrelación entre los diversos actores que operan dentro del sistema y el manejo de estas relaciones son elementos que encajan cómodamente dentro del concepto de gestión de la seguridad pública. A su vez, la articulación de estos diferentes actores dentro de un único plan o estrategia, guiados por objetivos y metas comunes, incide en el éxito de la oferta programática implementada por el Estado.  

Independientemente de la ideología política del gobierno democrático de turno, los ciudadanos esperan resultados concretos y objetivos en materia de delincuencia, violencia e inseguridad. Frente a este tema, los ciudadanos adoptan una postura eminentemente pragmática, no hay izquierdas ni derechas, lo que verdaderamente importa son las intervenciones eficaces, eficientes y efectivas del Estado, que se materialicen en cambios positivos en la vida y el bienestar de los ciudadanos. La gestión de seguridad pública, particularmente cuando está guiada por el logro de resultados concretos, realistas y medibles, se encuentra más en sintonía con el pragmatismo ciudadano.

Los gobiernos municipales han cobrado mayor relevancia en el ámbito de la seguridad pública, particularmente en lo que respecta a la dimensión de la prevención social y situacional. Ello por cuanto la cercanía y el conocimiento de sus comunidades les otorgan una ventaja comparativa para identificar factores de riesgo, principales delitos, focos de violencia, necesidades y demandas, y grupos en situación de vulnerabilidad.
 Su accionar debería estar en sintonía con la visión y planificación del gobierno nacional en materia de seguridad pública. El gobierno nacional podría desempeñar un papel rector y apuntalar las iniciativas locales brindando apoyo técnico, administrativo, operativo y financiero. Por su parte, el gobierno nacional también precisa de los insumos de los gobiernos locales en el diseño de sus planes y estrategias, y luego para la aplicación territorial de éstos.
 Se evidencia entonces una clara necesidad de coordinar y articular las instancias de planificación, diseño, ejecución, monitoreo, evaluación y retroalimentación entre gobiernos locales y gobierno nacional. Nuevamente, el concepto de gestión de la seguridad pública emerge como el más adecuado para abordar esta dinámica fundamental para el éxito de las intervenciones que apuntan a la reducción sostenida de la violencia y el delito. 

III. MARCO CONCEPTUAL

Los documentos que hasta ahora han emanado de las cinco Reuniones de Ministros en Materia de Seguridad no ofrecen una definición del concepto de gestión de la seguridad pública. La Declaración sobre Seguridad en las Américas de 2003 tampoco lo hace.
 Por lo tanto, una de las primeras contribuciones del Gobierno de Honduras al proceso MISPA y a la región, es proponer tres grupos diferentes de elementos en torno a la definición de gestión de la seguridad pública: un primer grupo de elementos que la tornan posible y viable, un segundo conjunto que son intrínsecos al concepto de gestión, y un tercer grupo constituido por un único factor que incide en mejorar o modernizarla. De manera transversal, la gestión de la seguridad pública está arraigada en y recorrida por dos enfoques: el enfoque en derechos humanos (mujeres, población LGBTI, pueblos indígenas y afrodescendientes, poblaciones en situación de vulnerabilidad, etc.) y el enfoque de género. 

Los factores viabilizadores

· Institucionalidad potenciadora: 

· Marco legislativo/normativo actualizado y adaptado a las nuevas formas de criminalidad.

· Instituciones con jerarquías, roles, funciones claramente definidos y socializados.

· Instituciones con personal y equipamiento adecuados para desempeñar las responsabilidades y tareas asignadas.

· Instituciones con procesos y procedimientos claramente definidos, estandarizados, y socializados. 

· Mecanismos formales e informales de coordinación y articulación entre instituciones. 

· Recursos financieros suficientes y sostenibles en el tiempo.

· Voluntad política inter-partidaria que transforme las políticas de gobierno en materia de seguridad en políticas de Estado.  

· Liderazgos políticos/civiles, tanto institucionales como individuales, guiados por una visión estratégica común. 

· Infraestructura física adecuada. 

Los factores intrínsecos 

· Planificación estratégica. La definición de una misión y visión común, y compartida a nivel de sistema, pero también de cada sub-sistema. La misión y visión de cada institución que opera dentro del sistema de seguridad pública debería contribuir a la misión y visión del conjunto. El diseño de planes y estrategias integrales y transversales de seguridad pública (incluyendo prevención, control y persecución penal, y reinserción social y rehabilitación de los infractores, atención y protección de víctimas y testigos, y reparación) con objetivos y metas claramente definidos y socializados, e indicadores establecidos para el monitoreo del cumplimiento de los objetivos fijados. Este modelo de planificación estratégica, permite evaluar la efectividad y el impacto de la gestión en base a parámetros claros, objetivos y medibles. A su vez, la publicación y difusión de los avances logrados en función de los objetivos y metas definidos, contribuye a la transparencia de la gestión de la seguridad pública y a la rendición de cuentas tanto horizontal como vertical.  

· Oferta programática focalizada en el ciudadano y basada en evidencia. Diseño de programas, políticas y proyectos basados en evidencia y su adecuada ejecución en el terreno. La necesidad de contar con mecanismos de monitoreo y metodologías rigurosas de evaluación (de procesos, resultados, impacto, costo efectividad, calidad y satisfacción del servicio). La puesta en marcha de procesos de retroalimentación que permitan mejorar las intervenciones y adaptarlas mejor al contexto y a las necesidades específicas de los ciudadanos para quienes van dirigidos los programas, políticas y proyectos. Estos flujos de retroalimentación son los que permiten que el sistema aprenda de sí mismo y evolucione. El ciudadano debería colocarse en el centro de la gestión de la seguridad pública, como receptor de un servicio de calidad.
 

· Coordinación y articulación inter-institucional horizontal (entre los componentes de los sistemas nacionales de seguridad pública: prevención, Secretaría/Ministerio de Seguridad, fuerza policial, Poder Judicial, Ministerio Público, Poder Legislativo, sistema penitenciario, seguridad privada), inter-institucional vertical (entre los diferentes niveles de gobierno), e inter-sectorial (entre los componentes de los sistemas nacionales de seguridad pública y otros sistemas nacionales, incluyendo: salud, educación, desarrollo social, entre otros). La gestión virtuosa y sinérgica de estas interrelaciones y el buen funcionamiento de las cadenas de transmisión entre los componentes y actores del sistema son clave para la agregación de valor
, la obtención de objetivos y metas comunes y, eventualmente, el éxito de los programas, políticas y proyectos implementados para prevenir y reducir la delincuencia, la violencia y la inseguridad.    

· La participación e involucramiento de la comunidad en las diferentes etapas del ciclo de las políticas de seguridad pública. La comunidad no solo acompaña, sino que se empodera, es protagonista y, cuando no crea las iniciativas, se las apropia y las hace suyas. La presencia de la comunidad es también un elemento fundamental para exigir transparencia en la gestión y rendición de cuentas.  

· Transparencia y rendición de cuentas. Algunos sub-sistemas y actores institucionales han operado con un alto grado de hermetismo debido, en parte, a su concepción corporativista de organización y autonomía institucional con la cual han venido desempeñando sus funciones.
 Esta inaccesibilidad e impermeabilidad, sumado a la falta de mecanismos de control que contribuyeron a la consolidación de prácticas ineficientes y corruptas, han generado un sentimiento de desconfianza y de falta de credibilidad de algunos sub-sistemas y actores institucionales entre los ciudadanos. Una de las formas de quebrar este círculo vicioso en aras de la transparencia y la rendición de cuentas es por medio de la introducción e institucionalización de una serie de medidas, prácticas y mecanismos de control (internos y externos).  

Una forma de combatir el hermetismo y secretismo de los sub-sistemas de seguridad pública es facilitando y brindando acceso, de manera oportuna, a datos y estadísticas confiables y válidos, y a los resultados obtenidos (según los objetivos y metas establecidos) en términos de reducción de la delincuencia, la violencia y la inseguridad.
  Esta información debería estar disponible tanto para el público en general como para otras instituciones del Estado. En esa línea, la elaboración periódica de informes de rendición de cuentas y su difusión, así como también su presentación ante el Poder Legislativo, son otras formas de mejorar la transparencia y la rendición de cuentas del sistema de seguridad pública, y sus componentes. En estos informes, es importante contar con una sección que haga especial referencia a la asignación y gasto de los recursos públicos. 

En cada país, el control parlamentario puede asumir diferentes grados y funciones. El contar con comisiones permanentes y especializadas en temas de seguridad pública es, sin duda, un mecanismo institucional que permite dar seguimiento y evaluar de manera periódica y sistemática los planes y estrategias de seguridad, así como también el desempeño de las autoridades.
 Cuando, en cambio, el control parlamentario se limita, únicamente, a cuestiones presupuestarias del ámbito de seguridad pública, su incidencia en materia de monitoreo y fiscalización es menor. Los órganos de contralor o de control y vigilancia, así como los medios de comunicación y las organizaciones de la sociedad civil también desempeñan un rol fiscalizador clave en materia de transparencia y rendición de cuentas.   

· Recursos humanos con el conocimiento técnico, habilidades y competencias especializadas, así como la experiencia práctica necesarios para desempeñar sus respectivas funciones en el ámbito de la seguridad pública. Desde la perspectiva de gestión, esto se relaciona con los procesos de selección, formación, desarrollo y evaluación de los funcionarios.
 A los efectos de poder enfrentar las exigencias, desafíos, amenazas (tradicionales y emergentes) y nuevas realidades, es necesario que cada sub-sistema invierta en la capacitación y desarrollo permanente de sus funcionarios. Esa inversión también coadyuva a la profesionalización del sistema de seguridad pública, torna más eficaz, eficiente y efectiva la gestión pública y, consecuentemente, contribuye a alcanzar los objetivos y metas planteados. 

Es preciso también, diseñar e implementar sistemas institucionales de incentivos que promuevan la excelencia en el desempeño de las funciones. Ligado al sistema de incentivos y a la profesionalización de la gestión de la seguridad pública, adicionalmente es necesario que cada sub-sistema adopte e institucionalice políticas creíbles y confiables de evaluación de desempeño.
 

· Sistemas integrales de información que guíen la toma de decisiones y el diseño de programas y políticas de seguridad pública (tanto a nivel de sistema como de sub-sistemas). Las decisiones estratégicas y operativas, así como también las respuestas programáticas de corto, mediano y largo plazo, precisan estar basadas en datos y estadísticas confiables y actualizadas. A su vez, estos insumos deberían provenir de sistemas estadísticos que integren la información recolectada y procesada por parte de cada sub-sistema e institución del sistema de seguridad pública, en base a definiciones estandarizadas y en cumplimiento con estándares de calidad. Ello implica que cada sub-sistema e institución debería mejorar sus propios sistemas de recolección, procesamiento y gestión de la información para que se conviertan en insumos confiables y compatibles con el sistema integral de información. 
De esta manera, el sistema de seguridad pública, así como cada uno de sus componentes podrán contar con diagnósticos y líneas de base más sofisticados e integrales, y obtener un mejor entendimiento de la problemática que se intenta abordar (incluyendo factores de riesgo, las características de la localidad, los rasgos socio-económicos de la población general y de los grupos en situación de vulnerabilidad a los cuales se quiere atender). 

El fortalecimiento de sistemas integrales de información resulta clave para la toma de decisiones basadas en evidencia tanto en el plano estratégico como operativo, así como también para el diseño de políticas de seguridad pública focalizadas (tanto en términos territoriales como de beneficiarios).
 
· Innovación y conocimiento en seguridad pública.
 La supervivencia y evolución de cualquier sistema pasa, en gran medida, por su capacidad de auto-aprendizaje y su capacidad para entender y adaptarse al contexto que lo rodea. Por ello son sumamente importantes los flujos de retroalimentación a partir de las acciones implementadas y los impactos generados por éstas. La retroalimentación (en sus diversos tipos y formas) permite un proceso constante de aprendizaje y la posibilidad de ajustar y mejorar las intervenciones. Consecuentemente, una adecuada gestión del conocimiento y de los flujos de retroalimentación que lo transportan y transfieren se torna imprescindible para la sustentabilidad y evolución del sistema de seguridad pública.  

Otra forma de generar conocimiento es a partir de la evaluación de programas, políticas y proyectos utilizando metodologías rigurosas y facilitar el acceso y la difusión de los resultados obtenidos a partir de dichas evaluaciones. Una vez sistematizado, ese conocimiento basado en evidencia, también debería alimentar el diseño de nuevos programas, políticas y proyectos. 

En aras de la supervivencia y evolución del sistema de seguridad pública, es importante que se identifiquen, documenten y socialicen buenas prácticas y lecciones aprendidas entre los sub-sistemas e instituciones que lo conforman. Ello no solo evita que se cometan una y otra vez los mismos errores, sino que, además, contribuye a mejorar la eficacia, eficiencia y efectividad de las intervenciones. 

El avance del conocimiento y las posibilidades para la innovación se tornan posibles si se cuenta con sistemas institucionalizados de recolección, procesamiento y análisis de datos y estadísticas en materia de seguridad pública, cuyo acceso sea fácil, rápido y oportuno. Asimismo, se ven impulsados por la definición de una agenda y prioridades de investigación en materia de seguridad pública, con inclusión y participación activa de la academia.

Los recursos de información y conocimiento deberían estar al alcance de todos. Su formato, ubicación y funcionalidades deberían hacerlos fácilmente manejables para el uso y el re-uso. A su vez, la creación de múltiples mecanismos y flujos para el intercambio de información y conocimiento, de fácil acceso y amplia participación, deberían coadyuvar a la generación de una cultura y un ambiente proclive a la exploración, la experimentación y la innovación, basada en evidencia, en materia de seguridad pública.  

La tecnología como factor modernizador

· Tecnología, incluyendo las tecnologías de la información y la comunicación (TIC).
 La tecnología puede coadyuvar a agilizar y optimizar tareas y procesos internos de cada sub-sistema e institución que integran los sistemas nacionales de seguridad pública. También puede mejorar la interconectividad de las bases de datos al interior de los sub-sistemas, entre sub-sistemas y entre instituciones. 
La transversalidad de la tecnología, tiene el potencial de derribar silos, de promover la transferencia e intercambio de datos, estadísticas e información, y aumenta las posibilidades que se comparta la información y el conocimiento al interior y entre las instituciones que conforman los sistemas nacionales de seguridad pública. Adicionalmente, reduce los errores humanos y contribuye a la estandarización de procesos y procedimientos. 
La tecnología resulta clave para el procesamiento de una gran cantidad de datos en tiempos mínimos, su visualización gráfica y georreferenciada. Estas funcionalidades de la tecnología contribuyen, a su vez, a la generación de diagnósticos, inclusive en tiempo real, y a la toma de decisiones basadas en evidencia e información recolectada directamente desde el terreno. 

La tecnología es un elemento catalizador de la innovación, inclusive en el ámbito de la gestión de la seguridad pública. Las cámaras de circuito cerrado de televisión, las cámaras de video corporales, el GPS para la localización de patrullas, las líneas telefónicas 911 o similares, los sistemas de identificación de patentes y los brazaletes electrónicos
, son algunos adelantos tecnológicos que han impactado positivamente en la gestión de la seguridad pública, en el funcionamiento de los sub-sistemas, y en las tareas cotidianas que realizan los funcionarios adscritos al ámbito de la seguridad. 

Las TIC además de facilitar el acceso a datos e información relevante y generar canales de comunicación directos entre el sistema de seguridad pública y los ciudadanos, también pueden contribuir a mejorar la provisión de seguridad entendida ésta como un servicio público, y la atención de los ciudadanos como sujetos de derechos. 

En aras de la modernización y profesionalización de la gestión de la seguridad pública, también se torna necesario explorar cómo el G-cloud (o la nube en el sector público)
 podría utilizarse y aprovecharse específicamente en el ámbito de la gestión de la seguridad pública. El gobierno abierto
, incluyendo los datos abiertos (open data), son una forma de potenciar y acelerar la transparencia, la rendición de cuentas, la participación del ciudadano, la colaboración entre ciudadanos y funcionarios, y la creatividad y la innovación en materia de seguridad pública.

La combinación de estos componentes bajo una misma definición de trabajo sobre gestión de la seguridad pública permitiría adjetivarla de diferentes maneras posibles y no excluyentes: gestión democrática, gestión integral, gestión íntegra, gestión participativa, gestión de calidad, eficaz, eficiente y efectiva de la seguridad pública. 

La gestión de la seguridad pública podría pensarse, de manera simultánea, como una gestión por funciones, como una gestión por resultados y como una gestión por procesos. Es una gestión por funciones porque si se concibe a la seguridad pública como un sistema compuesto por una serie de sub-sistemas interrelacionados, cada sub-sistema cumple con una función específica y tiene responsabilidades claramente definidas. Es una gestión por resultados porque la visión y planificación estratégica invitan a trabajar en base a objetivos y metas (específicos, medibles, alcanzables, realistas y oportunos) e indicadores, y esa invitación viene acompañada de una optimización de recursos acorde con los objetivos y metas establecidos. Y es una gestión por procesos porque dentro del sistema de seguridad pública es posible identificar entre procesos estratégicos, procesos operativos, procesos de planificación, procesos de monitoreo y evaluación, procesos de gestión de la información y el conocimiento, entre otros.

Es importante mencionar que en el ámbito de la seguridad pública se han comenzado a utilizar los conceptos de gobernabilidad y gobernanza de la seguridad. No es el propósito de esta nota conceptual y de esta sección en particular adentrarse en definir y clarificar dichos términos. Claramente el tratamiento de los mismos, así como también su operacionalización, ameritan un debate y una nota conceptual aparte. En lo que respecta a este documento y su propósito, basta con dejar por sentado que la gestión de la seguridad pública se relaciona tanto con la gobernanza como con la gobernabilidad de la seguridad pública.

IV. MARCO TEMÁTICO

En esta sección se presentan algunos ejes temáticos que podrían abordarse en el marco de la Sexta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública. Lejos de ser una lista exhaustiva y definitiva, los contenidos de esta sección se presentan como una invitación a la reflexión, como una forma de demostrar el enorme potencial y las múltiples aristas relevantes que presenta el tema de la gestión de la seguridad pública para los Gobiernos de la región.    

La Sexta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública se presenta como una oportunidad única para instalar al tema de la gestión de la seguridad pública en la agenda hemisférica e iniciar un intercambio de experiencias, buenas prácticas y lecciones aprendidas en la materia. También puede concebirse como un espacio donde poder identificar las debilidades, los nudos críticos y los desafíos
 que aún persisten y enfrentan los Gobiernos en materia de gestión de la seguridad pública en las Américas. 

Asimismo, la Sexta MISPA ofrece un foro de discusión multilateral donde pensar colectivamente cómo mejorar, modernizar y profesionalizar la gestión de la seguridad pública en la región. Y esto último por cuanto no parece suficiente contar con programas, políticas y proyectos basados en evidencia y con impacto comprobado, sino que, para el éxito de esas intervenciones, es preciso contar con una gestión de la seguridad pública idónea. Además de las “políticas sustantivas”, es decir, aquellas diseñadas e implementadas para prevenir y reducir diferentes tipos de violencia y delitos, es necesario pensar e introducir una serie de políticas que apunten a mejorar, modernizar y profesionalizar la gestión de la seguridad pública (“políticas funcionales”).
    

Desde una concepción sistémica de la seguridad pública y reconociendo que la reducción sustentable de la violencia, el delito y la inseguridad se logra abordando de manera integral las dimensiones de prevención, control y persecución penal, la reinserción y rehabilitación social, la protección y asistencia de víctimas y testigos, y reparación, el concepto de gestión se torna clave. La MISPA de San Pedro Sula permitirá analizar cómo desde un enfoque de gestión es posible abordar la coordinación y articulación entre los varios sub-sistemas y actores institucionales e individuales que operan dentro del sistema nacional de seguridad pública, entre las diferentes funciones que cada uno desempeña, y conducir los procesos transversales al sistema. Más allá del tipo o de los contenidos de los programas, políticas o proyectos y de cómo éstos se implementan, la coordinación y articulación juegan un papel decisivo en el éxito o no de la oferta programática. 

La violencia (en sus diferentes expresiones) y los delitos (en sus diversos tipos) tienden a concentrarse geográficamente. Más aún, también es posible identificar geográficamente los factores de riesgo y los grupos en condiciones de vulnerabilidad. Por lo tanto, la persecución y el control penal del delito común, así como la prevención social y situacional del delito tienen más sentido si se los piensa a nivel local. La gestión de la seguridad pública parece ofrecer un marco conceptual y un enfoque adecuados a partir de los cuales analizar los esfuerzos de coordinación y generación de sinergias entre gobiernos nacionales y sub-nacionales para prevenir y controlar el delito. Esta articulación vertical se presenta entonces como otro punto temático relevante a ser abordado durante la Sexta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública. Adicionalmente, dado el mayor protagonismo de los municipios en materia de seguridad pública, su mayor nivel de conocimiento de los cuadros de situación de violencia y delictivos, y los reclamos a los que están sujetos los ejecutivos locales por parte de sus comunidades por mayor seguridad, parece apropiado generar un debate, en base a experiencias concretas y exitosas, sobre cómo fortalecer la gestión de la seguridad pública a nivel local.
Con diferentes niveles de penetración, arraigo e impacto, la corrupción es un fenómeno presente en la administración y gestión públicas. La gestión de la seguridad pública no es la excepción. La corrupción es un tema sensible política, mediática y socialmente, pero dado su impacto multidimensional y corrosivo, se torna necesario abordarlo. La Sexta Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública se configura como una instancia en donde entablar un diálogo constructivo sobre cómo blindar y proteger la gestión de la seguridad pública de las conductas y prácticas corruptas. A partir de la exposición e intercambio de las diferentes experiencias, buenas prácticas y lecciones aprendidas, será posible identificar pasos y medidas concretas para fortalecer los mecanismos de control interno y externo. 

Al intentar definir el concepto de gestión de la seguridad pública se lo hizo pensando en un contexto o una situación de “normalidad” o típica en el día a día del manejo de la seguridad, sin mayores exabruptos que desestabilizaran el punto de equilibro en el cual se encuentre el sistema de seguridad pública. Sin embargo, ante los altos niveles de conflictividad social con los cuales se enfrentan los Gobiernos, las crisis multifacéticas que en una u otra ocasión atraviesan los países de la región y los desastres naturales que mantienen en jaque a algunas zonas de la región, ese estado de “normalidad” se quiebra y el punto de equilibrio del sistema se desestabiliza. Consecuentemente, parece relevante proponer un eje temático de discusión en torno a la gestión de la seguridad pública en situaciones de conflicto, crisis y desastres naturales. 

La MISPA del 2017 también permitirá enfocar el tema de la gestión de la seguridad pública en determinados sub-sistemas e instituciones, incluyendo la prevención, el sistema penitenciario y las fuerzas policiales, entre otros, pero desde una perspectiva sistémica, como engranajes de una maquinaria mayor, cuyo funcionamiento impacta no solo internamente sino al conjunto, y en las correas de transmisión que los conectan los unos con los otros.  
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